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El Anuario de procesos de paz de 2011, elaborado por Vincenc Fisas y su equipo de la Escuela de Paz de Cataluña, nos recuerda que Colombia es el último país de América Latina que mantiene un conflicto interno. Las guerrillas tuvieron éxito sólo en países de estados frágiles, regidos por dictaduras familiares, como Cuba, Nicaragua y El Salvador. Colombia parece estar en el borde de contar con un estado no muy sólido, vulnerable al caudillismo, aunque se crea muy democrático, y ser bastante excluyente, donde persisten las iniciativas de la Insurgencia, replicada por organizaciones armadas paraestatales.

Las consecuencias de la guerra civil de los años cincuenta siguen presentes en el siglo XXI, con una insurgencia activa y renovada por recursos extraídos del narcotráfico y de la extorsión contra agentes económicos, además del secuestro con fines económicos y políticos. El auge de las guerrillas en los años noventa frente a unas fuerzas militares débiles dio cabida a organizaciones contrainsurgentes que contaron con la venia del ejército y de la policía y con el apoyo de narcotraficantes, empresarios, terratenientes y transportistas. Más adelante, la seguridad estatal se fortaleció y, como se verá, de qué manera.

La guerra civil de los años cincuenta acalló las facciones políticas que enarbolaban programas de reformas liberales, de tal modo que no se pudo llevar a cabo la mejor distribución de la propiedad agraria ni empoderar a los trabajadores y a las capas medias frente a las corporaciones o gremios empresariales, cafeteros y terratenientes. Los efectos de la contienda fueron la muerte de 200.000 personas y el desplazamiento de unas 500.000 adicionales, precipitando a muchos de ellos hacia la frontera agrícola  eventualmente convirtiéndose en la base social de la insurgencia. Por contraste, el conflicto interno actual puede ser considerado de baja intensidad, con cerca de 3.000 víctimas al año, la mayor parte civiles. Ajustando por 25 años, han muerto unas 75.000 personas pero el número de desplazados ha sido mucho mayor que en la guerra civil puesto que es una estrategia de los grupos armados para mantener corredores de movilidad y hacerse a la propiedad de las mejores tierras involucradas. Han sido desplazadas unas 3.500.000 personas, 700.000 familias expulsadas de alrededor de 6 millones de hectáreas
El estado colombiano gastaba hacia 1990 sólo 2% del PIB en seguridad, algo que fue corrigiendo bajo el consenso de la reforma constitucional de 1991 que de contera fue el teatro para la desmovilización del M-19 y de las guerrillas maoístas. Era un estado muy pequeño que comandaba 10% del PIB y que también se comprometió a desarrollar coberturas universales de salud. En 2006, los gastos en seguridad, incluyendo los llamados sueldos de retiro de las fuerzas armadas, alcanzaban un abrumador 6.3% del PIB (Isaza, Campos, 2007), con un pie de fuerza de más de 450.000 hombres. Ese gasto compromete una cuarta parte del presupuesto nacional y supera ampliamente los fondos destinados a surtir los gastos sociales a los que está obligado el estado colombiano. El estado colombiano recauda hoy cerca del 19% del PIB, incluyendo contribuciones a la seguridad social, pero gasta el 23% del mismo.
A los gastos que hace el Estado colombiano en seguridad hay que agregarle los que se financian privadamente y tienen que ver con asesorías y control de riesgos para los ejecutivos de las empresas que operan en el país, blindaje de sus vehículos, escoltas y guardias que vigilan las propiedades que pueden ser afectadas por la criminalidad en general. Aunque el crimen como tal no tiene origen en la operación de la insurgencia o el narcotráfico, lo cierto es que ambos producen una atmósfera de impunidad y de amedrentamiento que favorece la criminalidad común, ya sea la piratería terrestre, el secuestro extorsivo, los robos a empresas y viviendas, etc. Para contrarrestar la criminalidad desatada, el sector privado gasta adicionalmente en su protección una suma muy importante, del orden de US$5.800 millones anualmente. “Según datos del sector de seguridad y vigilancia privada… este representa aproximadamente 2 puntos del PIB” (Álvarez, Rettberg, 2008). De esta manera, estamos hablando de que la sociedad colombiana está gastando más del 8% de la riqueza que produce anualmente en combatir la insurgencia, el crimen organizado y la criminalidad común.

Por comparación, el promedio latinoamericano  gasta sólo 1.6% del PIB en seguridad provista por el Estado. Colombia es así uno de los países más militarizados del mundo, sólo superado por Israel y Burundi. El caso de Israel sirve bien para contrastar un gasto militar que desarrolla una industria bélica compleja y que exporta armamento, con la de Colombia que importa la mayor parte de su equipamiento de los Estados Unidos, bajo condiciones de financiamiento y contratación benévolas para la industria bélica de ese país. Se trata de una contratación poco transparente y si hoy cunde el desconcierto frente a la magnitud de la corrupción en la contratación de obras públicas y en la salud, ¿cómo deberá haber sido bajo incentivos promovidos desde los más altos niveles de gobierno de que se garantizaba la impunidad de las conductas indebidas?
El informe de Isaza y Campos reveló algo que las cifras oficiales encubrían y es que las pensiones de las fuerzas militares se caracterizan por ser muy tempranas y por lo tanto tienden a ser muy costosas. Ese gasto militar era igual al gasto de sanidad, educación y saneamiento ambiental sumados. Revelaba además que de 566.000 funcionarios del gobierno central, 460.000 laboran en el ministerio de defensa, es decir el 81.2 % de los gastos de personal se dedican a la seguridad. Había 4.9 soldados por cada combatiente irregular, de tal modo que si alguno se desmovilizaba o era abatido costaba 450 millones de pesos, US$ 250.000. 
Las fuerzas de seguridad enfrentan una  insurgencia que cuenta a su favor con una geografía muy difícil de controlar, con más de la mitad del territorio constituido por selvas o llanuras escasamente poblados; las FARC cuentan además  con cerca de la mitad de los recursos del narcotráfico que pueden sumar alrededor de 1.5% del PIB o sea que dispone de cerca de 0.7% del PIB, cerca de $3.6 billones, unos US$1.700 millones para financiar las operaciones de cerca de 10.000 hombres en armas. La consecuencia económica inmediata del conflicto es entonces un gran atraso de la nación por la falta de inversión en infraestructura física y social y una bomba pensional que deberá ser pagada por generaciones.
Los economistas colombianos han tratado de calcular el impacto del conflicto en el crecimiento económico. Mauricio Cárdenas, por ejemplo, en un trabajo de 2007, observaba que el crecimiento económico en Colombia se había reducido 2% entre 1980 y 2005, comparado con el obtenido entre 1950 y 1980. En este último período la productividad por trabajador aumentaba al 1% anual.  “Desde 1980, las pérdidas de productividad han reducido el producto por trabajador a una tasa similar (1% por año). El análisis de series de tiempo sugiere que la contracción de productividad fue causada por un aumento en la criminalidad, la cual desvió el capital y la mano de obra hacia actividades improductivas”. Según Cerac, la tasa de homicidios en 1970 se había reducido a 20 por 100.000 habitantes, de un pico producido por la guerra civil de los 50 en 1958, para dispararse a 80 en 1986 en pleno auge del narcotráfico, y reducirse a un nivel de 34 en la actualidad que todavía es más del doble que lo que muestra México en la actualidad (Kalmanovitz, 2010).

Este deterioro de la productividad fue causado por el auge del narcotráfico, principalmente, que también fue a financiar en forma creciente tanto a las FARC como a los paramilitares. De esta manera, el conflicto interno escaló rápidamente durante los años noventa, al mismo tiempo que el combate contra el narcotráfico como actividad concentrada en dos grandes carteles fue exitoso, pero sólo desplazó el negocio de la distribución mayorista hacia México.
El conflicto interno en Colombia había sido velado porque se concentraba en la frontera agrícola, algo que cambió con la incursión de la guerrilla en territorios que generaban mucha riqueza agropecuaria y minera, como Cundinamarca, Antioquía, La Guajira, Bolívar y Valle del Cauda. En los años noventa el auge guerrillero y de sus secuestros coincidió con una crisis financiera de enormes proporciones que hizo caer el PIB en más de 4% durante 1999, golpe del cual la economía se demoró 4 años en recuperarse. En esos momentos de depresión económica  se magnificó psicológicamente el impacto de la Insurgencia y hubo una fuga considerable de capital, junto con la salida del país de muchos empresarios y sus familias. Pero el aumento paulatino y firme del presupuesto militar, la ayuda de Estados Unidos del Plan Colombia, que mejoró la logística de las fuerzas armadas y la inteligencia utilizada por todas sus ramas, más la iniciativa desplegada durante las administraciones Uribe, invirtió la situación a favor del gobierno. La guerrilla se encontró copada en sus espacios abiertos, parte de su dirigencia abatida y tuvo que replegarse a sus bases originales de la frontera agrícola, sufriendo fuertes golpes que ya todos conocen. Falta por ver si ese debilitamiento y retroceso a sus niveles de operación de fin de los años ochenta es suficiente para convencer a sus dirigentes de que su lucha armada no conduce a la toma del poder y de que la política le rendirá eventualmente mayores beneficios y un logro al menos parcial de sus metas.
En este anuario de paz elaborado por Vincenc Fisas y su equipo, Colombia ocupa un lugar importante, por ser un país atípico, en el sentido de que tiene un desarrollo económico intermedio, un índice de desarrollo humano de 79 entre 169 países, pero que no ha desarrollado a la fecha instituciones políticas que zanjen las diferencias entre las elites y el resto de la población y, en particular, entre terratenientes, colonos y campesinos. Es uno de los pocos países de ingreso medio que mantiene un conflicto tan largo. Así mismo, el informe muestra los conflictos y los procesos de paz en todo el mundo, los avances que han podido mostrar algunos de ellos, todo lo cual puede contribuir a entender mejor el propio que eventualmente podrá obtener alguna resolución.
¿Qué tantas posibilidades tiene una negociación de paz en Colombia? Habría que hacer un balance de lo que ganarían o perderían los contendientes con un fin al conflicto que los enfrenta. 
Para el gobierno colombiano que logre la paz los beneficios son enormes: un auge económico sostenido y que ha sido contenido por el conflicto y la criminalidad; esta se vería reducida por la salida de unos de los principales protagonistas que ofrecen protección al cultivo y procesamiento de coca; el clima de seguridad reportaría un enorme apoyo popular al mandatorio que lo logre; del 6.5% del PIB que se destina a la guerra, se podría asignar 4% al gasto público en infraestructura y en inversión social, lo cual lubricaría el desarrollo económico aún más y prestaría un mayor apoyo político al Estado por parte de una ciudadanía que cuente con mayores coberturas de educación, salud y vivienda; una reforma agraria que viene siendo tímidamente dibujada por el actual gobierno se podría profundizar, lo cual redundaría en una mayor producción agropecuaria y en un mercado interior más dinámico. Es obvio que el proceso tendrá enemigos en los partidos de derecha y en las fuerzas armadas que verán disminuidas sus prerrogativas presupuestales. 
Para las FARC y el ELN quizás los beneficios no sean tan grandes. El gobierno no puede admitir nuevamente una negociación de paz que involucre otro cambio constitucional de fondo, como lo pretende la insurgencia y que nunca quedó claro en las negociaciones del Caguán. No puede hacerlo tampoco porque encontraría una enorme resistencia entre la opinión pública y el electorado que no quiere oír del programa de los insurgentes y que ha resentido las políticas de generar terror por medio del secuestro, los peajes en carretera, las bombas cilindro y las minas que terminan afectando a los civiles. La seguridad termina siendo el bien más preciado de la sociedad, algo que entendió bien el ex presidente Uribe pero no la propia Insurgencia.
Los insurgentes saben entonces que la percepción que de ellos tiene el electorado les impedirá ganarse su favor por muchos años, de tal modo que la paz no sea especialmente atractiva para ellos.

Otro tema que complica la situación es el financiamiento de las operaciones militares que consigue las FARC ejerciendo el narcotráfico. Hay evidencias de corrupción en los mandos encargados del negocio que la organización tiene que controlar necesariamente, pues de otra manera se degradará moralmente y sus ideales políticos quedarán subordinados a las prácticas criminales. La perspectiva de paz les abre la posibilidad de liquidar sus vínculos con el crimen organizado y convertirse en una fuerza política dotada de autoridad moral. Pero nuevamente la escogencia de este camino difícil podrá ser sustituida por fuentes alternativas de financiamiento que bien pueden venir de gobiernos europeos y del propio presupuesto nacional, pero que serán mucho menos holgadas que las que ofrece el negocio del tráfico de drogas.

Sin embargo, para la insurgencia la paz le permitirá las siguientes ventajas: control político abierto de los territorios sobre los que hoy tienen que contender con las fuerzas militares y con los paramilitares; los paramilitares perderán el sustento político y financiero que les prestan empresarios, terratenientes y transportistas ante las amenazas de la insurgencia; constituirse en fuerza policial civil y como guardabosques de tales territorios; disfrutar de una representación congresional temporal que los haga visibles como legisladores; participar en la competencia política, solos o aliados con otras fuerzas, que de manejarse con tino los puede llevar a ganar fuerza y eventualmente disputar la presidencia, siguiendo el ejemplo del Farabundo Martí en El Salvador. Como lo advertimos atrás, las perspectivas electorales de la Insurgencia son bastante negativas y puede no resultarles especialmente atractiva dejar atrás la lucha armada. Deben haber facciones históricas dentro de las FARC que consideran que no saben más que combatir y que ese es su único medio de vida,  que pueden seguir sosteniendo la misma paciencia que los ha acompañado por más de 55 años que llevan constituidos.
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